CAUSA Nº 9433 CCALP ALIANZA ELECTORAL - UNION PRO C/ PROVINCIA DE BUENOS AIRES- JUNTA ELECTORAL S/ AMPARO

En la ciudad de La Plata, a los  nueve días del mes de junio del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para entender en la causa "ALIANZA ELECTORAL - UNION PRO C/ PROVINCIA DE BUENOS AIRES- JUNTA ELECTORAL S/ AMPARO", en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo n° 1 del Departamento Judicial La Plata (expte. Nº -17451-), debiendo observarse, con arreglo al sorteo de ley, el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Gustavo Juan De Santis y Gustavo Daniel Spacarotel, habiéndose aceptado la excusación formulada por la Dra. Milanta.

La Plata, 9 de junio de 2009

VISTO Y CONSIDERANDO:

El recurso de apelación interpuesto a fs. 92/95, el Tribunal decidió plantear la siguiente 

CUESTIÓN:

¿Es fundado el recurso de apelación?

   VOTACIÓN:

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

    1. Los apoderados de la Alianza Electoral, Unión PRO, promueven acción de amparo contra la Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires, por escrito de promoción de fojas 40/58.

Con arreglo a la garantía adjetiva prevista por el artículo 20 inciso 2 de la Constitución de la Provincia (conf. ley 13.928, arts. 1, 2 y ccs.), impugnan la legalidad de las resoluciones dictadas por la autoridad demandada, dictadas el 26 de mayo de 2009, cuyos textos acompañan, en cuanto por su conducto habrían    quedado    sin  oficializar   las   listas   de  candidatos  a  Concejales  y Consejeros Escolares en los distritos que enuncian.

Con ese marco, solicitan se le ordene incorporar al proceso electoral a los referidos postulantes, a la vez que peticionan medida cautelar de suspensión de ese mismo curso, hasta tanto se dicte sentencia.

También requieren se declare inconstitucional la resolución nº 1358/06 de la Suprema Corte de Justicia de esta Provincia.

A fojas 64/70,  el juez de la causa dicta resolución rechazando in limine litis la acción procurada (art. 8 ley 13.928), luego de declarar inconstitucionales las resoluciones nº 1358/06 y nº 1794/06 de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia y denegar la solicitud cautelar, por despacho separado (29.05.09).

Para arribar a esa solución, el pronunciamiento impugnado transita primero por conceptos relativos al perfil administrativo de la función electoral del organismo constitucional demandado, para inferir así su misma competencia y negar en aquél todo atributo jurisdiccional.

Luego de ello ingresa al análisis de procedencia de la acción, para considerar la ausencia del extremo de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta en la conducta reprochada, en tanto advierte acerca de un intento en los actores por lograr la adecuación de listas ya expuestas, e integrarlas con candidatos que no habrían sido presentados en la fecha de vencimiento prevista para ello (09.05.09).

En ese contexto llegan los autos a instancia de esta alzada para tratar el recuso de apelación articulado por los actores, a fojas 92 y siguientes.

Pasaré a considerarlo, anticipando que el trámite adjetivo impreso a la causa lo ofrece admisible (arts. 16, 17 y ccs. ley 13.928), y competente a este tribunal para conocer de él (conf. arts. 19 ley 7166, 21 ley 13.928 y doct. de esta Cámara, causas CCALP nº 9093 y CCALP nº 9095, entre otras).

En esa labor he de advertir acerca de una cuestión previa.

Esta, aún fuera de los agravios, fuerza su consideración en tanto se vincula con la competencia discernida por sorteo al juez de la causa.

En efecto, aprecio, en el alcance de la declaración de inconstitucionalidad del Acuerdo nº 1358/06, y de su similar nº 1794/06 apartamiento de la doctrina de esta Cámara en relación con la distribución difusa, entre todos los jueces de la Provincia, que efectúa el artículo 20 inciso 2 de la Constitución de la Provincia (conf. causa CCALP n° 5079, res. 24.05.07).

No obstante, más allá de la intervención que le fuera requerida a la Receptoría General de Expedientes, no mediando agravio, no corresponde considerar los efectos de esa particular situación.

Con la expuesta salvedad ingresaré en el tratamiento de la apelación.

2. La singular posición institucional de la Honorable Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires, según así lo establecen las cláusulas 62 y 63 de la Constitución de la Provincia, constituye, según mi criterio, un elemento significativo para ponderar la variable que llevara al juez de la causa a pronunciarse por el rechazo in limine litis de la acción promovida.

En efecto, si bien es cierto que no es esta una cuestión que expresamente hayan articulado los recurrentes, por obvias razones implicadas en su propósito por revertir el desenlace adverso que los agravia, sin embargo se encuentra estrechamente vinculada con la posición que esgrimen frente a la resolución del organismo provincial y a la misma decisión del caso en la novel etapa que cursa.

El órgano judicial de la instancia anterior dedica  extensos párrafos a demostrar la pertenencia de la actividad estatal de la autoridad de aplicación en materia electoral a la función administrativa, para ingresar por ese andarivel al análisis de ilegalidad manifiesta en la conducta censurada, que luego desestima.

También mi conclusión es coincidente con esa misma ausencia de reproche, no obstante ser otra mi ruta de juicio.

No veo consistente el argumento que procura demostrar, en el cometido de la Honorable Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires, actividad administrativa.

En efecto, de un lado, aprecio en esta última una faena excluyente situada en la gestión del interés público, vale decir en la administración de los recursos humanos y materiales del estado tendientes a sufragar esa finalidad única. Esta legitima su presencia social y es vista desde el ángulo propio de una zona de reserva que se distingue de la jurisdicción y de la legislación.

Pues bien, entiendo que ese contorno no es compatible con un despliegue constitucional que en nada se parece a la actividad de ejecución que es propia de la función administrativa, tal como el pronunciamiento apelado ve en la acción del Tribunal de Cuentas de la Provincia o en la del Consejo de la Magistratura, ambas integradas a la gestión del interés colectivo. 

La primera en la especie de control, y la segunda en la que halla sitio en la administración de los recursos humanos, pues esta última no revela más que un procedimiento especial previsto por la Constitución para la designación de sus jueces, agentes públicos al fin.

Así lo tiene presupuestado este mismo tribunal en numerosos precedentes (CCALP nº 3456 Fernández, sent. 24.10.06; CCALP n° 8976 Pibida, sent. 24.05.09;CCALP n° 7835 Decastelli, sent. 17.0309, entre otras).

Ciertamente, queda en claro que tampoco se reporta a una incumbencia legislativa ni judicial.

El perfil de las funciones de la Junta Electoral pues se halla desprovisto de toda connotación inherente a la actividad de los poderes constituidos del Estado Provincial, para encontrar sitio preciso en el control de todo cuanto se vincule con el procedimiento que reglamenta los derechos políticos y en virtud de cuyo ejercicio la ciudadanía, precisamente,  integra aquellos ámbitos eligiendo a sus miembros.

En esa potestad de fiscalización, que incluye la determinación de las reglas de juego en cada ocasión en términos de ejecución singular de las normas electorales, no encuentro ninguna similitud con la función administrativa, a la que veo ajena al resultado del ejercicio soberano del voto.

En ese contexto, no es casual que la Constitución Provincial haya considerado la cuestión en una única sección que precede a su parte orgánica.

Las resoluciones de la Junta Electoral, en tanto materialicen la competencia que le asigna la Constitución de la Provincia en sus cláusulas 62 y 63 y desde la definición material de las funciones estatales, no son actos administrativos.

Esa naturaleza les queda reservada a todo cuanto se vincule con una tarea de ejecución que también posee, como la tienen otros órganos estatales, más nunca cuando del ejercicio de aquella potestad se trate.

Y, sabido es que el acto administrativo es siempre el presupuesto de habilitación del juicio revisor suficiente que es propio de la jurisdicción (art. 166 CPBA).

Desde otro ángulo, tampoco luce consistente la similitud que procura la decisión impugnada, si se observa la presencia de jurisdicciones en las cuales la función electoral recae en su poder judicial (vgr. el orden federal).

Pues, carece de sentido que éste ejerza actividad administrativa en ninguna variante. 

De suyo, la fuente orgánica de la actividad estatal nunca puede ser la guía para definir la función, siempre ligada a su materialidad inherente, y, en ese espacio, no podría predicarse un perfil en un caso y otro distinto para aquél en el que la actividad no se atribuya a la justicia.

Tampoco, bajo ese concepto, en la de fiscalización del procedimiento para el ejercicio del derecho a elegir y a ser elegido, con el que cuentan los ciudadanos de la Provincia y los extranjeros en las condiciones de ley (art. 59 CPBA).

En todas las hipótesis pues, sea que el cometido estatal haya sido puesto  bajo la jurisdicción judicial u otra, nunca su contorno podrá atribuirse a funciones derivadas del principio de división de poderes.

La actividad electoral posee identidad propia y sólo roza la función judicial cuando se reporta en ella un supuesto de conflicto de derechos con el semblante al que habré de referirme, más nunca alcanzará perfil administrativo.

Ello así, es demostrativo que la actividad del organismo de aplicación del mecanismo electoral no pertenece a ninguna de las zonas de reserva que erigen la función de los órganos constituidos, y cuya composición es su resultado directo.

La Junta Electoral de la Provincia, como ninguna otra autoridad con igual competencia, en el ejercicio de sus funciones propiamente electorales, no se reporta a ninguno de los órganos estatales ni a sus actividades constitucionales específicas.

Se remite en cambio a la fiscalización del ejercicio de los derechos  a elegir y a ser elegido, que hallan fundamento en la misma soberanía popular (art. 59 y ccs. CPBA).

Ello así, la función propiamente electoral no puede estar sometida al control ordinario de legalidad que es propio de la función administrativa (conf. art. 166 CPBA), y la injerencia de la función judicial, tengo para mí, sólo es admisible en la medida en que la presencia de un derecho individual, a elegir o a ser elegido, la habilite para su tutela. Y, en este caso, por la vía específica que prevea la legislación o por la ruta subsidiaria del amparo constitucional.

El fundamento de esa intervención pues siempre se hallará limitado a esa preservación, que, claro está, privará por sobre cualquier otra, sea que se esté en presencia del despliegue del poder constituido o de cualquier derivación del poder constituyente. 

El refugio del derecho en la jurisdicción, bajo cualquier circunstancia, fuerza esa conclusión. 

Empero, no porque la actividad electoral se ofrezca como administrativa, sino por la necesidad de hallar un espacio de protección de los derechos individuales, cualquiera resulte ser la fuente de agravio.

En ese marco restringido juzgo que el caso suscitado no expone ese presupuesto, pues no involucra cuestión que comprometa el derecho subjetivo de algún ciudadano, o al del Partido Político, a intervenir en la puja, sino, halla sitio en el espacio propio de las reglas de juego que son inherentes a toda contienda electoral. Y, en ese marco, por todo lo dicho, no es susceptible a la labor judicial.

Ello así, la supone con cargo de decisión definitiva en la instancia constitucional de la Junta Electoral, pues no encuentra su núcleo de destino resolución proveniente de ese nivel que afecte un derecho.

A cambio, la articulada no justifica pues otra posición de controversia y control fuera de ese espacio de composición (conf. arts. 62 y 63 CPBA y 21, 22, 23 y concs. Ley 5.109).

El propósito de los actores es el de sortear el obstáculo del vencimiento del plazo de presentación de listas para adecuar las ya presentadas, núcleo este de la controversia que valoro en acuerdo con el juez de la causa, y en ese contexto se expone insusceptible a toda revisión judicial.

Por otra parte, los mismos apelantes asientan su disconformidad en hipótesis fácticas que no avalan con instrumento alguno para abastecer la admisibilidad de la acción procurada.

En el contexto de lo expuesto puede seguirse en que no es válido remitir al medio ordinario de impugnación, pues, sencillamente éste no existe, convirtiendo al amparo en el único posible (conf. doct. SCBA Ac. 106.992, Ac. 106.993 y Ac. 107.014, 24.04.09).

También lo es que en ese marco el análisis de ilegalidad no deje espacio sólo para lo manifiesto, sino, para todo aquello que resienta el derecho ciudadano a elegir o a ser elegido, o el de los Partido Políticos como base sustantiva y esencial del sistema democrático (art. 59 inc. 2 CPBA).

Ese examen no reporta, en el caso de autos, infracción jurídica en la decisión de la Honorable Junta Electoral, quien se ha limitado a aplicar las reglas de juego establecidas para la contienda, y en el espacio de ellas con destino seguro en la igualdad de trato para todos los participes del acto eleccionario.

Así, no advierto reproche de ilegalidad ni arbitrariedad en la conducta seguida por la autoridad pública, y en esa carencia inicial una exposición notoria en la demanda que, a la luz de las exigencias del artículo 7 de la ley 13.928, la convierten en inadmisible (conf. art. 8 ley cit.).

De ese modo, advierto infundado el recurso de apelación.

Cae así la pretensión cautelar ligada a la suerte del proceso principal al que tributa.

Por ello, expreso mi voto por la negativa a la cuestión planteada por el tribunal.

Propongo:

Rechazar el recurso de apelación de los actores y confirmar la resolución impugnada en todo cuando ha sido materia de sus agravios, sin costas de la instancia por no haber mediado contradicción (conf. art. 20 inc. 2, 62 y 63 de la CPBA, 7, 8, 16, 17, 19, 21 y ccs. ley 13.928).

Así lo voto.

A la cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:

1. El Juez de primera instancia en lo contencioso administrativo N° 1 de La Plata, con fecha 1.VI.09, rechazó in límine, la acción de amparo promovida por los Drs. Julio Garro y Germán Carlos Hugo Maldonado, en calidad de apoderados de la Alianza Unión Pro, a través de la cual intentan cuestionar por ilegitimidad-, las resoluciones de la H°Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires, de fecha 26.V.09, mediante las cuales se les impide oficializar las listas de candidatos, en el segmento de concejales y consejeros escolares en los Distritos de: San Isidro, San Fernando, Del Pilar, Avellaneda, Ituzaingó, Azul, Olavarría, Veinticinco de Mayo, Bolívar, Tapalqué y Gral. Las Heras,(ver fs. 5/6 y 7/8).-

2.  Agraviándose de lo resuelto, los apoderados Drs. Julio Garro y Germán Carlos Hugo Maldonado, dedujeron recurso de apelación,(fs.92/95), el que fue concedido por el Juez de grado inferior con fecha 4.VI.09 (fs.96), y recibido por el Tribunal con fecha 5.VI.09 

Luego de presentada la excusación de la Dra. Milanta, (fs.97), se llamó autos para resolver, pasándose al acuerdo el expediente con fecha 5.VI.09.

3.COMPETENCIA DEL TRIBUNAL: 

Este Tribunal es competente para entender en el presente proceso de amparo, a tenor del artículo 19 de la ley 7166, texto que no ha sido derogado, en cuanto al artículo citado se refiere, por su similar nº 13.928, (ver decreto nº 3344 del 29/12/2008) toda vez que el artículo 6º del decreto promulgatorio hubo vetado la parte pertinente del artículo 21 de la ley 13.928.

Por lo demás, estando vigente el capítulo VIII de la ley 13.928, no otra interpretación puede realizarse, en el marco de necesaria supletoriedad hermenéutica, que la compatibilidad que determina la competencia de este órgano de apelación, en el curso del trámite de apelación delineado por el artículo 16 del novel texto legislativo. 

4. JUSTICIABILIDAD DE LA CUESTION y COMPETENCIA DEL JUEZ A QUO:

Adelanto mi postura tendiente a proclamar la amplia justiciabilidad de las decisiones de la H° Junta Electoral, en los términos del artículo 166 de la Constitución Provincial.-

Ello así, toda vez que la materia comprometida, y la urgencia para su pronta resolución debe procurar evitar toda interpretación que conduzca a la privación de una instancia de solución judicial de toda controversia, a fin de otorgar sentido a la garantía consagrada por los arts. 15 de la Constitución de la Provincia y 18 de la Constitución nacional, normas de las que se deriva, al igual que los arts. 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, entre otros postulados, la plena justiciabilidad de los actos públicos (doct. C.S.J.N., "Fallos", 247:646; A.126.XXXVI., "Angel Estrada y Cía", sent. de 5-IV-2005, Cons. 12º).

Así también habré de destacar que la H°  Junta Electoral no constituye un tribunal de justicia, pues es ajena al Poder Judicial (art. 63, Constitución de la Provincia) y por tanto no cumple cometidos jurisdiccionales, sino despliega funciones de índole administrativa (art. 166 in fine, Constitución provincial), su actuación u omisión resulta pasible de ser enjuiciada en el marco de lo prescripto por la mentada norma constitucional, en concordancia con el art. 15 antes citado, y por los arts.166, última parte de la Constitución provincial; 1, 12 y concs., ley 12.008; 1 y concs., ley 12.074 con sus respectivas reformas.- (Conf. doctrina SCBA, causa "Movimiento Socialista de los Trabajadores (MST). Recurso de queja", Ac.107.014, 24.IV.09).

Ahora bien, en el marco de un proceso electoral en ciernes, y de conjugarse los presupuestos de admisibilidad habrá de reconocerse la competencia que cualquier juez o tribunal de primera instancia podrán ejercer si el caso se articula válidamente por medio de amparo (arts. 20 inc. 2, Const. prov.; 1 y concs., ley 7166, conf. ley 13.928 y dec. 3344/2008; doct. SCBA, B. 66.059, "Bonetti", res. de 16-IV-2004; B. 67.914, "Moreira", res. de 18-VIII-2004; B. 65.082 "Fiscal de Estado", res. de 27-VII-2005; entre muchas otras).

En este segmento, no puedo soslayar, más allá del consentimiento formulado por la parte recurrente, y la preclusión de la etapa,  que el expediente en cuestión ha tendido una asignación y radicación competencial ante el Juez contencioso administrativo, de forma ajena al procedimiento establecido por las resoluciones N° 1358/06 y 1794/06.-

En este sentido debo dejar a salvo mi opinión al respecto recaída en la causa N° 5079 Asociación Judicial Bonaerense, CCALP, res. del 24-5-07, que tratándose de una acción de amparo , de conformidad con lo dispuesto por el art. 20 inc. 2º de la Constitución que establece la regla amplia de competencia de "cualquier juez" y su regulación legal que precisa "de primera instancia" (art. 4 de la ley 7.166, y art. 3 ley 13.928 ).-

En atención a que el amparista es el que tiene derecho a la elección de "cualquier juez", la única manera de que esto ocurra es su interposición y sorteo ante todos los jueces del departamento judicial con prescindencia de fuero o materia.-

En este sentido su regulación legal (art. 4 ley 7.166 y art. 3 ley 13.928) solamente precisa que lo será el "de primera instancia", sin formular disquisiciones por fuero o materia que desplace la competencia de otros jueces provinciales, en el conocimiento de la acción constitucional.-

La SCBA ha resuelto que los artículos 20.2 de la Constitución de la Provincia y 4º de la ley 7.166 (t.o. por dec. 1.067/95) consagran una regla amplia de competencia en el sentido de que "cualquier JUEZ " (art. 20.2, cit.) "de primera instancia" (art. 4º cit.) tiene atribuciones para conocer y decidir en el ámbito de la acción de amparo, sin que quepa efectuar distinción alguna en razón de la materia ni función de la índole del tribunal al que le toque intervenir (doctr. causas B.67.530, "Maciel", res. del 11-II-04; B.66.059, "Bonetti", res. 16-VI-04; B.67.879, "Saavedra", res. del 11-VIII-04).

Ahora bien, la amplitud de esta regla no implica que el demandante pueda escoger al juez  o tribunal que habrá de entender en el caso que por esa vía somete a decisión jurisdiccional, en tanto la asignación de causas entre órganos con la misma competencia, salvo casos de excepción, debe efectuarse por sorteo (arg. Acordada nro. 2212/87, arts. 4, 5, 10 y conc.). 

Ello implica, aunque no se encuentre previsto en las normas reglamentarias, que en la Receptoría de Expedientes se efectúe un sorteo entre todos los órganos jurisdiccionales del Departamento Judicial respectivo que, de acuerdo a esa regla, resulten competentes.

Por ello, más allá del consentimiento exhibido por la quejosa respecto de la competencia del magistrado de grado, debe quedar a salvo la presente, y exhortar a los órganos dependientes de la SCBA, (Receptoría General de Expedientes) el cumplimiento estricto a de las Resoluciones de la SCBA, N° 1358/06 y N° 1794/06.-

4. La pieza recursiva ha sido interpuesta en tiempo y forma (arts. 18 y 19 ley 7166, y art. 17 ley 13.928).

5. AGRAVIOS SUSTANCIALES:

En lo sustancial, los agravios esbozados por los apoderados electorales, procuran enervar, bajo el procedimiento rápido y expedito de la acción de amparo, las resoluciones de fecha 26.V.09 (fs. 5/6) y su similar, -de idéntica fecha- obrante a fs. 7/8, alegando su ilegitimidad.-

Por conducto de la primera de éllas, se dispuso hacer saber a los apoderados que solamente pueden adecuarse listas …integrándolas exclusivamente con candidatos que hubieran sido presentados ante este organismo antes de la fecha de vencimiento prevista para dicho acto (9 de mayo hasta las 24 hs). (art.1°).

Procediéndose por medio de los artículos subsiguientes a unificar listas de los partidos integrantes de la alianza, presentadas como propias.¬

Seguidamente, a través de la resolución obrante a fs. 7/8, de igual fecha,  se reiteró a los apoderados requirentes que …solamente pueden adecuarse listas integrándolas exclusivamente con candidatos que hubieran sido presentados ante este organismo antes de la fecha de vencimiento prevista para dicho acto (9 de mayo de 2009 hasta las 24 hs.).-

6. Los recurrentes consideran que la decisión del Juez a quo que rechazó in límine la acción, constituye una errónea valoración de las pruebas agregadas, los hechos y derecho aplicable. Entienden que se afectó la garantía de defensa en juicio de su parte, el debido proceso adjetivo y la posibilidad de seleccionar sus candidatos para participar del proceso electoral.

Considera que se restringe el derecho de las personas nominadas por la alianza para ser candidatos, en las próximas elecciones, en los distritos aludidos supra, comprometiéndose con ese accionar el artículo 38 de la Constitución Nacional, que reconoce a los partidos políticos la potestad exclusiva de participar en las elecciones y postular candidatos a cargos electivos.

En igual entendimiento sostiene la vulneración del artículo 59 de la Const. Pcial.

Argumentan que los candidatos habrían sido presentados por los apoderados de la Alianza, sin asignación de partido, para luego asignarlos a las listas,  bajo la denominación de  Unión Pro, agregando documental que corre glosada a fs. 71/89, para los distritos de San Fernando, Avellaneda, San Isidro, y Del pilar, sin que los mismos hayan sido oficializados.-

Por último se agravian de la presunta omisión del Juez a quo de tratar y decidir la medida cautelar requerida al respecto.-

7. El magistrado de grado hubo procedido in límine litis a desestimar la acción de amparo, por considerar que no se acreditaron en autos los requisitos de procedencia de la acción intentada (art. 20 inc. 1 Const. Pcial, art 1 ley 7166 y art.8 ley 13.928).-

En lo sustancial, considero justo el pronunciamiento de grado, ello así toda vez que los recurrentes no han logrado acreditar, fehacientemente las irregularidades endilgadas a las resoluciones de la H Junta Electoral de fecha 26.V.09.

En efecto, persisten, -sin brindar atestación de sus dichos-, en postular la oportuna presentación de la lista de candidatos que agregan a fs. 71/89, sin haber demostrado su tempestiva presentación, -esto es antes del día 9 de mayo hasta las 24 hs, ante el organismo electoral provincial, bajo constancia fehaciente.

No caben dudas que los apoderados de autos debieron obrar con la diligencia necesaria para poder contar con las pruebas fehacientes necesarias para acreditar la oportuna presentación de la lista de candidatos para los distritos en cuestión. Ello no surge de la documental de fs. 71/89, las que carecen de elementos reveladores de la recepción por la autoridad electoral provincial.- (art. 5 ley 13.928, y art 375 del CPCC).

Sin dudas que la orfandad probatoria de la parte actora, desaloja toda posibilidad de progreso de la acción intentada, y por ende, concede verosimilitud a  los fundamentos en los que se asienta la Resolución de fecha 26.V.09, en la que consta que los apoderados de la alianza transitoria peticionante, haciendo uso regular de la facultad de proponer candidatos a cargos electivos dentro del plazo legal, registraron listas de postulantes para los distritos en cuestión, garantizándose su participación en los próximo comicios.-

El presente aserto, junto con las constancias de fs. 9/38, alejan todo juicio de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta en las resoluciones cuestionadas, no advirtiéndose comprometidas las garantías electorales previstas en los arts. 38 de la Const. Nacional, y 59 de la Const. Pcial.-

En el caso no se encuentran configurados los recaudos de admisibilidad de la acción de amparo exigidos por el art. 20, apartado 2º, primero y segundo párrafos de la Constitución provincial, y disposiciones concordantes de la ley 7.166 y su similar 13.928.

En efecto, la parte actora se limita a afirmar la arbitrariedad de la decisión de H° Junta electoral de la Provincia, en tanto y en cuanto no se hubo oficializado la lista de candidatos presentada según sus dichos tempestivamente-, empero sin acreditar fehacientemente dicha circunstancia.-

Los recurrentes no explican, ni menos aún demuestran, la razón por la cual los candidatos descriptos a fs. 71/87 no tienen la pertinente reposición del cargo receptivo de su oportuna presentación.-

Dicha circunstancia resulta definitoria para resolver la especie, ello así toda vez que la procedencia de la acción de amparo requiere que el acto u omisión lesione, restrinja, altere o amenace los derechos y garantías explícita o implícitamente reconocidos en la Constitución, pero no de cualquier modo: ha de afectarse los derechos constitucionales con arbitrariedad e ilegalidad manifiestas. Si no se reúnen tales extremos, la vía del amparo no queda habilitada (art. 20 apar.2 Const. Pcial. art. 1º, ley 7.166, art. 8 ley 13.928) 

La arbitrariedad e ilegalidad tienen que resultar de manera visible, manifiesta; es decir, en forma clara, patente, indudable, inequívoca, notoria, ostensible, para no hacer del amparo el vademécum que solucione todos los problemas, subsumiendo las vías procesales en sólo una, cuando la Constitución y las leyes marcan distintos derroteros.-

Para acceder al proceso de amparo, se requiere, además, que el obrar resulte arbitrario por carecer del mínimo respaldo normativo tolerable, ya que la exteriorización que no revista esa indiscutible patencia y que en todo caso pueda resultar meramente opinable excluye el carácter manifiesto de la arbitrariedad o ilegalidad y por ende la viabilidad del amparo, lo cual implica que aquellos vicios tienen que aparecer visibles al examen jurídico más superficial. De modo que la nota fundamental de este instituto no está dada propiamente por la inexistencia de discusión en torno al derecho invocado por el impetrante, sino por la indiscutibilidad de la pretensión enjuiciada.

En tal sentido, queda huérfano de fundamento el recurso de apelación interpuesto, corriendo igual suerte el agravio endilgado a la supuesta falta de consideración  de la medida cautelar solicitada, ello así toda vez que la misma ha tenido tratamiento en una etapa procesal pretérita y clausurada (ver res. De fecha 29.V.09), y también extinguida luego de sucederse la sentencia definitiva que decide el objeto litigioso, careciendo de virtualidad y agravios la pretensa decisión provisoria de una remedio que ata su designio hasta la finalización del proceso principal.-

          8. Por los argumentos expuestos, y las razones concordantes del Dr. De Santis, a las que en su correspondencia adhiero y especialmente presto mi conformidad a los cuatro últimos párrafos de su exposición en lo que expone la ausencia de legalidad o arbitrariedad manifiesta de la actuación administrativa, voto en idéntico sentido.-

          Por los fundamentos dados, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata

           RESUELVE

           Rechazar el recurso de apelación de los actores y confirmar la resolución impugnada en todo cuando ha sido materia de sus agravios, sin costas de la instancia por no haber mediado contradicción (conf. art. 20 inc. 2, 62 y 63 de la CPBA, 7, 8, 16, 17, 19, 21 y ccs. ley 13.928).

            Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen, oficiándose por Secretaría.

Firmado. Gustavo Daniel Spacarotel. Juez. Gustavo Juan De Santis. Juez. Dra. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. 

La Dra. Claudia A. M. Milanta no suscribe la presente por estar excusada.

REGISTRADO bajo el n° 546 (I)

